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Resumen 

En este trabajo se muestran algunas diticultades de los con- 
sunliclores de drogas ilícitas para participar como actores 
sociales de las políticas públicas establecidas en México. Se 
inicia discutiendo la puesta en marcha de una política nacio- 
nal antidroga originada en un contexto social ajeno y saialando 
la subordinación de las políticas sanitarias sobre drogas a las 
políticas de seguiidad en el mismo rubro. También si: presenlan 
las dificultades de los consumidores de drogas ilícitas para 
reconocerse como actores sociales que pueden ser participes 
en la detenninacih de las poiíticas públicas. 
Por últirno, se muestra a los actores que participan de las poli- 
ticas públicas sobrc drogas, haciendo énfasis en la ausencia 
de los consumidores y en el kacaso resultante. 
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Introducción 

En este ensayo discuto si los usuarios de diogas en México 
pueden considerarse actores sociales de las políticas públicas 
o no. Limitándome a las politicas sanitarias, intento explicar 
porque los consumidores de drogas ilícitris dificilmente se pue- 
den considerar actores sociales de las políticas piiblicas. El 
ensayo lo divido en tres apartaclos: en el primero presento 
algunas poliricas sanitarias nacionales concernientes a las 
sustancias ilicitas y su consun~o; en el segundo apanado 
muestro las características teóricas de los actores sociales, 
así como las dificultades que imposibilitan a los consu- 
midores de estas drogas a participar en la planeación de las 
politicas públicas; en el tercer apartado muestro algunas ac- 
ciones realizadas por actores sociales en lo relativo a las 
políticas sanitarias de las drogas. 

1. Políticas Sanitarias sobre drogas ilícitas 

Este apartado tiene como propósito señalar las políticas 
sanitarias que se han iinplenientado en México para evitar 
los posibles daños a la salud provocados por las drogas consi- 
deradas ilícitas. Dos cosas quiero dejar claras en esta apar- 
tado: 1) las políticas sanitarias sobre drogas no son producto 
de unaprobleináticanacional sino que provienen de una co- 
rriente originada en los Estados Unidos; 2) las políticas 
sanitarias sobre drogas se encuentran achraiinente subordina- 
das a las políticas de segnridad sobre drogas. 

Las drogas ilícitas tienen poco de serlo. Las primeras po- 
líticas orientadas a controlar algunas drogas se dieron en el 
siglo XIX con la secularización de las prácticas culturales y 
la orgariizacibn urbana de la vida social (Kieto y Araujo, 
1999). En México, a finales de ese siglo se realizan varias 
tesis de medicina en las que el consumo de drogas. en espe- 
cial de la morfina y la heroína, es \. isto como una enfeimedad 
grave que es necesaria prevenir en la población. Estos 
estudios, basados en la "la teoría de la degeneración de la 
raza". muestran una clara tendencia ideológica de lo que se 
períilaba ya como una politica excluyente; estos estudios 
fueron realizados poi médicos que después formarían los or- 
ganismos encargados de regx el comercio de drogas de uso 
médico en nuestro pais y que, durante el Congreso Consti- 
tuyente de Querétaro de 1917. ayudaron a la creación de un 
Consejo de Salubndad General argumentando que "la degene- 
ración de la ruamexicana es un hecho demostrado también 
por los datos estadísticos" (Gutierre~ Rainos, 2004:48). 

La cornente aritidroga, que irradia los estndios realizaclos 
en Mesico, tiene su ongen en los Estados Unidos y se ha ex- 
tendido a gran parte del mundo a través de coricericiones in- 
ternacionales en las que se difunde la perspectiva médica 

hegemónica sobre los daños a la salud causados por las dro- 
gas que prohiben. Primero, comenzaron prohibiendo el 
comercio del opio y la morfina, continuaron con la mari- 
guana, la cocaina, y actualmenle cuentan coi1 una enonne 
lista de sustancias de notnbres impronunciables (Kahas. 
1991). En el caso de México. el primer convenio que se fir- 
mó data de 1912, en plena guerra de revolución, en ese año 
Francisco 1. Madero finnó la Convención de la Haya, com- 
prometiéndose a aceptar las recomendaciones que prohibían el 
comercio de opioides v a colaborar en d combate del vafico de 
dichas sustancias; sin ernbargo, estos compromisos nunca 
se pusieron en marcha debido a la esporádica presidencia de 
este prócer de nuestra historia, incluso se ha llegado a inen- 
cionar que la firma de ese convenio fue una maniobra política 
con la que ?dadero sólo buscaba el reconocimiento intenia- 
cional de su gobienlo en un momento en que todavía tro- 
naban las carabinas (,Gutiérrez Ramos, 2004). 

Argumentando la misma teona, el 15 de marzo de 1920: 
Álvaro Obregón emitió un documento a través del Diario 
Oficial denominado 'Disposiciones sobre el comercio de 
productos que pueden ser utilizados para fomentar vicios 
que degeneren la raza, y sobre el cultivo de plantas que pue- 
den ser empleadas con el mismo fin'. Poco tiempo después, 
en julio de 1923, el mismo presidente "lanzó un decreto 
tem~inante que prohibía la importación de "las llamadas dro- 
gas heroicas. opio y extracto de opio; cocaína. sus sales y 
derivados; heroína: sus sales y derivados; morfina. sus sales 
y derivados", y especificaba como "delito de contrabando" 
el comercio de dichas sustancias"(Perez-Montfort, 1997). 
En todas estas normas se buscaba evitar el consumo de las sus- 
tancias a partir de prohibir o controlar el comercio de las sus- 
tancias; sinenlbargo, hasta el día de hoy, no se tim encontrado 
indicios que pennitan pensar que tal lógica haya tenido éxito, 
aíin así las nonnas se han ido actualizando de acuerdo a los 
convenios internacionales firmados y el combate al narcotrá- 
fico se ha convertido e11 la piedra angulm de las políticas 
públicas de las drogas o contra las clrogas y su consumo. 

Es importante mostrar que, a diferencia de drogas como 
e1 opio y la cocaina, la marihuana se incluyó en la Con- 
vención de 1961 por "'una recomendación de la Organización 
Mundial de Salud que habia advertido a la Comisión de Nar- 
cóticos de Estados Unidos que las preparaciones de caiznahis 
son prácticamente obsoletas y no existe j~~stificacióti para 
su uso médico" ('iahas. 1991 3 5 ) .  Esto es, se prohibió porque 
no tenia uso médico jcomo si la humanidad realizara sus 
actividades a partir de una racionalidad médica! Nada 
más lejano a la realidad. 

Con la idea fundamentada en Alma Ata. de dar atención 
en salud a toda la población. en los años 80 se realizan una 

76 :líicevu d é p ~ ~ a / S ~ l ~ i d  Problemiú/lño 11, núm 20 ene-dic 2006 



serie de reformas a la salud de las cuales denvan la Ley 
General de Salud y el Conadic, éste último como coordina- 
dora de los esfuerzos sanitarios contra 10s daños provocados 
por las drogas ilícitas. La Ley General de Salud se refiere a 
las drogas ilícitas en los signientes artículos: 

235. La siembra, cultivo, cosecha, elaboración, preparación, 
acondicionamiento, adquisición. posesión. comercio, 
transporte en cualquier forma, prescripción médica, 
suministro, empleo, uso, consumo y. en general todo 
acto relacionado con estupefacientes o con cualquier 
producto que los contenga queda sujeto a: 

1. Las disposiciones de esta Ley y sus reglamentos; 
11. Los tTatados y convenciones internacionales en los que los 

Estados Lnidos Mexicanos sean parte y que se hubieren 
celebrado con arreglo a las disposiciones de la Consti- 
tución Política de los Estados Cnidos Mexicanos; 

111. Las disposiciones que expida el Consejo de Salubridad 
General; 

¡V. Lo que establezcan otras Leyes y disposiciones de ca- 
rácter general relacionadas con la materia; 

VI. Las disposiciones relacionadas que emitan otras depen- 
dencias del Ejecutivo Federal en el ámbito de sus res- 
pectivas conlperencias. 

Los actos a que se refiere este artículo solo podrán rea- 
l i~arse con iines médicos y cientilicos y requeiiran auto- 
ruación de la Secretarh de Salud. 

237. Qneda prohibido en el territorio nacional, todo acto de 
los mencionados en el articulo 235 de esta Ley. respecto 
de las siguientes substancias y vegetales: opio prepa- 
rado, para fumar. diacetilmorfina o heroí~ia, sus sales o 
preparados, Cannabis sativa, indica y 'americana o mari- 
guana. Pupaver .sornr~finm~ o adormidera, Pupcrver 
huctreutzirn y Erirhroxilon novogratense o coca. en 
cualquiera de sus formas, derivados o preparaciones. 
Iguai prohibición podra ser establecida por la Secret'aría 
de Salud para otras substancias señaladas en el articuio 
234 de esta Ley. cuando se considere que puedan ser 
sustituidas en sus usos terapéuticos por otros elementos 
que, a su juicio, no originen dependencia. (SS, 2004). 

Esta es la normatividad vigente en el país. en ella se pue- 
den confirmar los dos aspectos señalados en un principio: la 
normatividad gira en tomo a problemáticas ajenas a la po- 
blación nacional, como ejemplo está la prohibición de sustan- 
cias apenas ulllizadas por la población nacional en el momento 
de su aprobacióii legislativa; la heroína y la cocaína apenas 
eran utilizadas en México cuando se legisló sobre su consu- 
mo. Por otro lado. las políticas sanirarias se encuentran subor- 
dinadas a las políticas de seguridad, no sólo encontramos que 

Lns diJcuitudcs de ioscoizsuniidorcs de drogas iiícitas para ... 

las oolíticas sobre farmacodeoencencia se basan en drogas - 
ilíc~tas y se ignora sistematicamente a los us~umos de drogas mé- 
dicas. sino ane además las Ley General de Salud refuerza v 
expande la ilicitud de las drogas. Esta es la única ley nacional 
qne proliíbe el consunio de drogas. ni siq~iiera el Código Pe- 
nal Federal hace esta prohibición; irónicamente, la ley de sa- 
lud no recomienda el tratamiento, lo cual si hace el Código 
Penal Federal; que en su artículo 199 señala: 

Al fannacodependiente que posea para su estricto consu- 
mo personal algún narcótico de los señalados en el articulo 
193 no se le aplicará pena alguna. El Ministerio Público 
o la autoridad judicial del conocimiento, tan pronto como 
se enteren en algún procedimiento de que una persona 
relacionada con él es tarmacodependiente, deberán infor- 
mar de inmediato a las autoridades sanitarias, para los 
e1kctos del tratamiento que corresponda. Todo procesado 
o sentenciado que sea fannacodependiente quedará sujeto 
a tratamiento (Código Penal Federal, 2004). 

2. Los Actores Sociales 

En este apartado intento discutir dos puntos: 1) la concep- 
tualización del ténnino actor social, y 3 las dificultades de 
los consumidores de drogas ilicitas para reconocerse como 
actores sociales que participan en la detenninación de las 
políticas públicas. El ténnino actor social se empezó a dis- 
cutir con mayor fuerza a partir de la década de los 90. Tetel- 
boin (1992) argumenta que cuando se habla de actores se hace 
inmediata referencia al terreno de lo político, a las formas 
de expresión y representación de Los intereses que pugnan, 
bajo ciertas condiciones, por definir o redetinir un determi- 
nado cauce a los procesos sociales. Este término gira en tomo 
a la aparición de cada vez mayor ní~inero y diversidad de 
movimientos sociales que buscan participar en las políticas 
públicas, ya no sólo en e1 momento de la implementación sino 
también en el de la planeación; momentos de las politicas 
públicas según Esping Andersen j 199 1). 

En México, por e-iemplo, son notorios los movimientos de 
clase en tomo a la seguridad social, generalmente agrupados 
en un discurso contrario a las retbinlas de los sistemas de 
salud; sin embargo también es evidente la existencia de movi- 
mientos sociales basados en agrupaciones que no necesa- 
riamente pertenecen a la misma clase social, tal es el caso 
de la movinlientos contra la violencia intrafamiliar. En ambos 
casos queda claro que los actores son entidades organizadas 
institucionalmente para funcionar políticamente. cuando la 
clase obrera se organiza para luchar por mantener la segu- 
ridad social lo hace principalmente a través de sus sindicatos; 
en el caso de la organizaciones que luchan contra la violencia 
intrafamiliar mnchas veces se encuentran instituidas por 



personas que directa o indirectamente se han visto afectadas por 
esta problen~ática: esta es una de los ejes para definir los mo- 
vimientos sociales: la solicitud de una o vanas de~~iandas es- 
pecificas. Es entonces que los ciudadanos se organizan en 
movimientos sociales con demandas especificas para interve- 
nir en la toma de decisiones poiíiicas, pero es a través de orga- 
nizaciones instituidas como pueden ser reconocidos como 
actores politicos en el debate público. 

Sostengo la idea de que los usuarios de drogas observan 
seiias clificultades para constituirse como actores, las cuales se 
pueden agrupar en la triple estignatimción (sanihia, jmídica 
y moral) de la que son objeto los consumidores de drogas. 
Hay que enfatizar en que e1 estigma se basa en la confusión, 
en principio se presenta a los usuarios de drogas como adic- 
tos, presentes o futuros, sin especificar las sustancias o el tipo 
de efectos causadas por las mismas; se resalta que bajo el 
influjo de la droga, o como consecuencia del tiempo de uso, 
los individnos pierden capacidades lisicas y mentales (DSM- 
IV, 1995). No se difunde, en cambio, que las drogas tienen 
diferente poder adictivo, ni tampoco que muchos iisuarios 
nunca llegan a presentar sindromes de abstinencia o de to- 
lerancia, caracteristicas del diagnostico de dependencia. 
Además la práctica médica ayuda a la estigmatización al no 
difundir que sólo un pequeño porcentaje de usuarios expe- 
rimentales de drogas ilegales llegan a continuar su consumo 
hasta grados de dependencia (SS-iNEGI, 7004), ya que esto 
permite la creencia de que los consumidores no pueden ser 
ciudadanos al no tener capacidad de elección y dificulta sus ex- 
presiones políticas 

El que la práctica médica hegemónica se base en las capa- 
cidades del individuo para emitir o no ut idiagnóst i  de clepeti- 
dencia o adicción, dificulta aun más las relaciones sociales del 
consumidor. Pero es en la iiiespecificidad de tiempo de reha- 
bilitación que prosigue a un diagnostico donde se fundamenta 
la idea de que el adicto siempre seiri adicto. Esta idea es re- 
tomada en la práctica médica bajo el discurso de que el abs- 
temio puede recaer con facilidad y, en ese caso, será más 
dilicil su rehabilitación; esto se expresa claramente en los gnipos 
de autoayuda y comunidades terapé~iticas. donde los pacien- 
tes abstemios se continúan considerando "adictos en recupera- 
ción" aun después de años sin consuinir. Es así que encon- 
tramos un primer estigma, basado en la confusión entre ideas 
cientificas y pseudo científicas acerca de la influencia de las dro- 
gas en la voluntad de los consomidores dependientes y de la 
eternidad de la adicción. 

El segundo estigma que dificulta a los consunidores de 
drogas institucionalizarse como actores es el de criminalidad. 
E$ común que en las sociedades urbanas se presente a los con- 
sumidores de drogas como causantes de los problemas de 

seguridad publica, el discurso se basa en que bajo el influjo de 
la droga, al perder su capacidad de elección, los usuarios rea- 
lizan actividades ilícitas para mantener e1 consumo de la 
droga; con~plementan el discusso aduciendo que el entorno en 
que se clesenv~iel\~en facilita las relaciones con defincuentes. 
como son quienes les venden las drogas que consumen. No 
está de mas decir que este estigma es impulsado por políticos 
y policías que. inmersos en mares de corrupción, se encuen- 
tran incapacitados para dar seguridad a la población y cul- 
pabilizan de su ineficiencia a todo tipo de excluidos. entre 
ellos, jóvenes y consumidores de drogas. Tampoco está de más 
aclarar que en favor de la estigmatización no se aclara que 
muchos consumidores de drogas se encuentran plenamente 
integrados al sistema social y usan las drogas para mantener 
ritmos extenuantes de trabalo, como los artistas o los cone- 
dores de bolsa (Del Olmo, 1983). 

Por último, se agrega el estigma moral. El estigma moral 
es poco tratado en el Anlbito de las políticas socialeso al con- 
&o de los aspectos juridicos y sanitarios que sirven incliiso de 
fundamentos a los estigmas. El estigma moral proviene 
de ideas religiosas, varias de las cuales ut i l i~a  el estado nor- 
teamericano para basar sus acciones politicas hegemónicas, 
una de las cuales es precisamente la prohibición de las drogas. 
En su historia de las drogas, Escohotado (19771 desciibe 
como el gobierno norteamericano decide impulsar la prohi- 
bición de las drogas en una búsqueda utópica de una sociedad 
sin vicios. basándose en las ideas religiosas del cuerpo como 
residencia del espiritu divino. 

Es entonces que los consumidores de drogas ilicitas tienen 
una triple estigmatización, moral, jurídica y sanitaria, que 
dificulta seriamente las posibilidades de que se erijan como 
actores de las toinas de decisión sobre las políticas sanitarias que 
le afectan. pero en la realidad es constante que los distintos 
estigmas se conjuguen en uno sólo: el de adicto. Esto produce 
mayores desventajas para los consumidores. incluso para los 
experimentales, muchos de los cuales al ser considerados "n~an- 
zanas podridas" son excl~iidos de organizaciones formales 
como escuelas y empresas. Sin embargo, si no son los consu- 
midores los actores que discuten las políticas públicas en 
torno a las drogas entonces ¿quiénes son los actores7 ¿Acaso 
no hay quienes disientan de las medidas implantadas a partir 
los convenios internacionales de lucha contra las drogas'?. 

3. Actores de las políticas sanitarias de las drogas ilegales 

Q~ieda claro que el esiigma dificulta la participación de los con- 
sunlidores en las políticas públicas en torno a las drogas 
ilicitas. Sin embargo. esto dificulta también la posición de 
quienes proponen políticas pírblicas sobre drogas y, por tanto, 
la vinculación entre ambas partes. En este apartado sólo 
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quiero apuntalar una idea, los consumidores de sustancias 
ilícitas no son actores de las políticas sanitarias en materia de 
drogas y ello tiene como consecuencia la ineficacia de los 
programas que aellos refieren. En este sentido. y basándome en 
algunos acontecimientos en la nlateiia, muestro a quienes se 
formalizan cmno íos actores de las políticas públicas sobrr: droam. 

El primer caso es el de Patricia Mercado, quien en sus cam- 
paiias presidenciales de 2000 y 2006 ha prometido llevar a 
la cimara una iniciativa para despenalizar la mariguana pero 
que, ante la insistencia de la pregunta, tennino aceptando que 
ella la consumió hace muchos años y se quedo dormido, 
haciendo énfasis en que por eso ya no volvió a consumirla. 
Es entonces que Patricia Mercado, por un lado parece evitar 
la relación pública con poblaciones ocultas que pudieran 
estigmatizar su campaña pero; por otro lado, promueve su 
inclusión dentro del contrato social, lo cual hace parecer 
que espera que los ciudadanos que se identifican como con- 
sumidores de mariguana vayan a las m a s  y voten por ella p a n  
dejar de ser excluidos. Este caso. no es único en el país, pero de- 
ja ver de nuevo la promoción de políticas ajenas al contexto 
nacional, la despenalización de la mariguana es una pro- 
puesta añeja en otros lugares del mundo que parece estar 
mas relacionada a una mercantilización de pastillas y com- 
puestos farmacéuticos mis  qne a un libre niercaclo de la &o- 
ga, lo cual indicaría un uso político de los usuarios de drogas 
in6s sin visos de inclusión en las políticas públicas. 

En  segundo ejemplo de actores políticos que participan de 
las políticas públicas sobre drogas se encuentra al interior de los 
aparatos de gobierno. En fechas recientes. y después de mucho 
tiempo de debates. en el Congreso de la Unión se aprobó una 
serie de leyes que tenían como ti11 principal enítentar mejor las 

actividades del narcomen~~deo en las calles, ya que mrichos 
narcomenudistas al ser aprehendidos se declaran como con- 
su1niclores de drogas, lo cual no es falso. y soslayan como prueba 
de verclad la poca droga que portan, con lo que evitaban la deten- 
ción a cambio de asistir a tratai~uento. no necesariamente de ter- 
minarlo. Hay que tener en cuenta que el consiimo de drogas. 
ilegales y médicas. coiirinua creciendo en nuestro país (SS- 
IXTGI. 2002). y que con lanueva ley se intentaba tener claridad 
entre la cantidad de droga que podna traer un consumidor y la 
que se poária considerar demasiada y, por tanto, hacer sujeto 
de i~ivestigacióii al portador. Esto permitiiíaevitar los atropellos 
y vejaciones que. cuando son sorprendidos con un poco de 
drogas, sufien muchos usuarios por parte de policías que los 
amenazan con remitirlos como traficantes. 

Sin embargo y, contrario, a lo que es una sensible mejora 
de las polílicas publicas en torno a las drogas, tales leyes 
fueron vetadas por parte de la presidencia de la República 
sin ~ustiiicacion alguna. Se ha comentado clue el Ieto se debio a - 
la presión por parte de los Estados Unidos a lo que se podría 
interpretar como tina política a favor del consumo de drogas, - 
también se ha dicho qne es una respuesta de la clase 
conservadora en el poder, sin embargo lo que se puede dar 
por es cierto es que con este veto inexplicado se echa por 
tierra la posibilidad de que los consumidores de drogas se 
incluyan en el contrato social. En este ejemplo se refuerzan 
las ideas de que las políticas sanitarias sobre drogas se 
someten a la política de seguridad pero, aderniis en ninguno 
de los momentos se han manifestado gmpos o asociaciones 
en contra del veto o a favor de las nuevas leyes, por lo que 
se sostienen la idea de que en México los cons~iinidores de 
drogas ilegales no son actores de las políticas sociales que les 
concienien. 
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